Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 33 minutos) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado tiene mucho gusto en recibir 
a los representantes del Complejo Euskal Erría 70 a quienes, sin más trámite, cedemos la palabra. 


SEÑORA PEREIRA.- Antes que nada, vamos a hacer entrega a la Comisión de un material que 
contiene lo que hemos venido a plantear en el día de hoy. 


Desde hace muchos años estamos luchando contra el problema que se da en Euskal Erría 
70. Cabe aclarar que, como no se ha formado Comisión alguna con personería jurídica, hemos venido 
a este ámbito como representantes del complejo y como un grupo de vecinos que, por la convocatoria 
de un parlante callejero, se viene reuniendo una o dos veces por mes en la Facultad de Ciencias a 
efectos de plantear todos los problemas que se van registrando. 


A continuación, y como consecuencia del poco tiempo de que disponemos, voy a 
fundamentar la carta que dirigimos a los señores Directores de la Agencia Nacional de Vivienda. Allí 
hablamos de una Comisión Administradora Central muy abusiva, que se está aprovechando y, diría, 
está lucrando -pido excusas por mis expresiones- con las necesidades de la gente. 


Otro de los problemas que venimos arrastrando desde hace mucho tiempo es el referido al 
error en el cálculo de los gastos comunes, omitiendo la orden de servicio N* 924/3, que está vigente. 


Existe una persecución hacia los vecinos, con cedulones y desalojos; la gente se siente 
arrinconada y pide préstamos para arreglar la situación, pero resulta que todo lo que soluciona no está 
dentro de los marcos legales. Hace siete años que venimos consultando este tema con catedráticos de 
Grado 1 hasta Grado 5. Por lo tanto, no decimos cosas en el aire. 


Cuando hablamos de hechos de corruptela nos referimos a que los vecinos no estamos para 
decir quién fue o quién lo hizo, aunque sabemos bien que existen estas situaciones. En algún momento 
se nos dijo: “Si hay hechos de corruptela, señálenlos”. La verdad es que no estamos para señalar, no 
nos compete a nosotros. 


Siempre que nos reunimos escribo la misma frase en un pizarrón de la Facultad de Ciencias, 
que dice: “Incumplimiento” y abajo agrego “voluntad de pago”. El 1* de abril los señores Senadores 
recibieron un carpetín con 70 firmas, a lo que habría que sumar la voluntad de más de 100 personas 
que, por miedo o por diferentes razones, no quisieron firmar pero nos acompañan, más otra parte que 
quiere que todo se solucione pero que, mientras haya otros que se muevan no se preocupan. Nadan - 
como la nutria- panza arriba, y esperan que los demás arreglen las cosas. Quiero aclarar que cuando 
escribo esa frase en el pizarrón les digo que no somos deudores, que el que está incumpliendo es el 
Estado porque estamos tapados por una mentira. En realidad, el Complejo Euskal Erría 70 no es nada; 
figuramos como promitentes compradores. Esto fue mal parido desde el principio. 


Hace poco se rescindió el contrato con la empresa de ascensores que hacía más de 20 años 
que estaba trabajando en el Complejo y, según la reglamentación vigente, se debía convocar a 
asamblea general de vecinos para decir: “Esta empresa no va más”. De todas formas, preguntamos si 
se hizo una licitación pública para contratar a la nueva empresa, pero no obtuvimos respuesta. Se pagó 
un cheque por el cual se le adelantó el pago de unos cuantos meses y se le rescindió el contrato con 
anticipación. No tienen en cuentan, para nada, a los vecinos; cuando usamos el término “abusivo” nos 
quedamos cortos. La gente se preocupa y vive a expensas de un timbre -como dije en la anterior visita 
a la Comisión de Vivienda- y de que le digan: “Le traemos algo”, pero no sabe qué hacer ni adónde 
recurrir. ¿Qué se logra con eso? Que la gente transite caminos que no son los correctos: “Yo tengo un 
conocido, buscame otro y veo cómo me arreglo”. Esto es a lo que nos referimos cuando hablamos de 
corruptelas, de amiguismos desleales -porque realmente los hay- y de “dudosas cancelaciones de 
deudas”. También entiendo cuando ellos dicen: “Me asomo a la ventana y veo el estacionamiento lleno 
de autos”. Es cierto, porque cuando salgo a pasear a mi perrita veo autos que no son baratos, no son 
forchelitas. ¿Qué pasa entonces? Que hay gente con poderío económico a la que le es más fácil vivir 


en un complejo habitacional donde, por tener un conocido, pagan una cuotita, lo alquilan por $ 9.000 y 
tienen casa afuera. Por otro lado, durante todos esos años, mientras un montoncito de personas 
tratábamos de poner las cosas claras -hablando de transparencia- ellos hacían sus cosas. No puedo 
decir “viva la cara de ellos”, porque a mí no me compete lo que hace el otro, pero entiendo que haya 
gente que diga: “Hay autos, hay de todo, ¿por qué no pueden pagar?” 


Ahora tenemos el problema de que pedimos una cuota única y se complica, porque aquí no 
hay gente adinerada, sino personas de trabajo. Pero, está ese grupito, que pesa entre los que estamos 
en el bolsón; ese grupito es el que se acomoda, el que piensa: “Me voy los fines de semana para 
afuera” o “alquilo” o “tengo un buen coche”. Para la mirada de los demás, entonces, este es un 
complejo de ricos, pero resulta que si miro para un lado, tengo las vivienda de INVE -que son muy 
dignas- y atrás hay un asentamiento; si miro para otro, hay otro asentamiento peor; si miro hacia la 
Facultad de Ciencias, hay otro asentamiento; y, por último, si miro para el frente, hay más 
asentamientos. Entonces, no podemos hablar de un complejo de ricos ni nada por el estilo, que es lo 
que se dice. 


Otro de los problemas que tenemos -lo mencionamos en el documento que les entregamos- 
es la nueva moda de las rejas. ¿Por qué las rejas. ¿Por qué enrejar? Porque es una de las formas 
que tiene la Comisión de subir los gastos comunes. Entonces, es un filtro, una discriminación para 
sacar para afuera a aquella persona que no puede pagar y vender nuevamente, a 25 años, un 
apartamento cuya viabilidad ya caducó judicialmente -o como se le quiera llamar- porque pasaron 20 
años. ¿Quién me puede decir eso a mí cuando no se ha solicitado un peritaje de arquitectura para ver 
cómo están las torres? Todas las torres están rajadas; entonces, quién me puede asegurar que venga 
un viento que no esperamos y volemos más de uno de los que vivimos arriba. A veces siento miedo 
porque vivo en un noveno piso y me da la impresión de que me van a arrancar las ventanas. Incluso 
me llego a preguntar ¿por qué estoy arriba?, y la respuesta es: porque quiero defender aquello a lo 
que una vez pude llegar: una salida habitacional digna. Así la quiero sentir aunque, de acuerdo a todo 
esto, resulta un tanto imposible. 


Culmino mi exposición por acá -mi compañero se referirá a la otra parte- pues quería 
fundamentar todos los puntos de esta carta, que no eran aislados. 


SEÑOR MARCHETTI.- Quiero decir que se hace difícil esbozar tanta problemática junta, de tantos 
años, en pocos minutos. 


En el mismo sentido que expresó la vecina, voy a sintetizar la historia del Complejo Euskal 
Erría 70. Este complejo fue inaugurado en 1984 y desde entonces hasta ahora seguimos manteniendo 
los mismos reclamos de justicia en todos los términos. Incluso, muchas veces hasta dudamos de ese 
concepto, porque somos personas, familias que vivimos en un complejo habitacional, que no sabemos 
lo que somos. 


En determinado momento, ante un llamado del Banco Hipotecario -cuando todavía el 
complejo dependía de esa institución- para pagar el saldo de la deuda con importantes descuentos, 
algunas personas con poder económico suficiente efectuaron la cancelación. Incluso, hubo un vecino 
que canceló el saldo de la deuda con el dinero que tenía para festejar los 15 años de su hija; eso es 
algo que nunca entendí. De esto hace por lo menos cuatro o cinco años, pero aún está esperando que 
le otorguen el título de propiedad. Sabemos que no lo va a obtener hasta que la situación se 
regularice; me refiero a este complejo y a otros. 


Aclaro que no hemos venido aquí a buscar soluciones personales, sino a aportar como 
copropietarios, como vecinos, algunas ideas para encontrar la forma de resolver este problema. Por 
ello queremos brindar nuestra opinión y ofrecer nuestra experiencia a fin de alcanzar soluciones 
colectivas. En ese sentido, hemos acudido a quienes son nuestros representantes en el Parlamento 
para ver si es posible encontrar una solución global. Estamos dispuestos a colaborar en todo lo que 
esté a nuestro alcance. 


Luego de reinstaurada la democracia, la Intendencia de Montevideo designó un equipo de 
tres profesionales -los arquitectos Zuppardi, De Dios y Rodríguez- que hicieron un informe sobre las 
condiciones arquitectónicas y ambientales de todas las torres del complejo. Lo cierto es que, 
finalmente, la Arquitecta Bettinelli aconsejó que no se diera el final de obra al complejo en virtud del 


informe técnico de los arquitectos de la Intendencia. El entonces Director del Departamento de Áreas 
Verdes, Fernando Nopitsch, elaboró un documento en el cual establecía que, dado el informe de los 
técnicos y lo sugerido por la arquitecta Bettinelli, no se diera el final de obra. Eso sucedió hace dos o 
tres años y a pesar de esto, con el silencio del Director del Banco Hipotecario, arquitecto Noachas, y 
del Intendente Arana, se dio un final de obra de oficio, es decir que se desconocieron todas las 
denuncias presentadas y también el informe de los técnicos de la Intendencia. Por consiguiente, nunca 
se resolvió el problema de los vicios de construcción que nos gustaría que los señores Senadores 
pudieran ver, para lo cual los invitamos al complejo a fin de que puedan conocer a qué nos referimos. 
En lo personal, participé en reuniones de los vecinos de los complejos habitacionales con el arquitecto 
Ruocco de la Intendencia, que se realizaron en la Casona del Parque Posadas, cuando se trató el tema 
de la tasa de saneamiento. Allí planteamos por qué no hay contadores en los complejos o, mejor 
dicho, solamente hay un contador central. Nosotros, por ejemplo, tenemos dos líneas de entrada 
independientes, una para el baño y otra para la cocina en cada torre y, realmente, no sabemos cuánto 
consumimos. En mi casa, que somos la mitad de integrantes que en la que vive mi hermano con mi 
madre -son seis personas- pagamos más que ellos. Queda claro que en todo esto hay un 
contrasentido y por eso hablamos de justicia. Todo esto se enmarca en la carencia de estatutos que 
regulen la situación del complejo. Existe una Comisión Administradora que se forma por decisión del 
Banco Hipotecario, por una orden de servicio interna, en la que se maneja dinero pero sin que haya 
personería jurídica que habilite la regulación y el manejo de información adecuada sobre los estados 
de cuenta. 


Últimamente, a raíz de todas estas situaciones que estamos tratando de generar, están 
saliendo a luz muchas cosas y se está brindando alguna información. Lo cierto es que hay dinero, en 
moneda nacional y extranjera, que está fuera del Banco de la República y del Banco Hipotecario; se 
encuentra dentro de la banca privada. En consecuencia, ¿cómo se sanciona la situación de vecinos 
que, por diversas razones económicas, no pueden pagar los gastos comunes que, por otra parte, 
creemos que son excesivos? Debo confesar que estamos pagando más que en muchos edificios de 
Pocitos que cuentan con cocheras y portero. No olvidemos que el Complejo se encuentra en un 
enclave -como decía la vecina- en una zona roja y de ello somos conscientes. Inclusive, eso ameritó 
que hace pocas semanas se llevara a cabo un operativo de los que está realizando el Ministerio del 
Interior en la zona contigua a INVE 16, cruzando la calle Iguá. 


Todo esto sucede en el entorno de una situación que también planteamos en una nota 
enviada el 26 de mayo de 2002 al entonces Director del Banco Hipotecario, señor Ariel Lausarot, que 
contenía una sucinta relación de los hechos. Reitero que estoy hablando del año 2002, es decir que el 
año próximo se cumplirán diez años de la presentación de esa nota. Inclusive, pedimos una retasación 
de las viviendas y que se consultara a las Facultades de Arquitectura o de Ingeniería por el estado de 
los ascensores. Mi compañera mencionó que se anuló un contrato que todavía estaba vigente y se 
contrató a otra empresa sin explicar en ninguna asamblea de vecinos por qué se prescindía de los 
servicios de esa empresa para contratar a otra. ¿En qué forma se hizo esto? Los vecinos no sabemos 
si fue por contrato directo, llamado a precios o licitación. 


Hay muchos aspectos para mencionar. Nos preguntamos qué somos porque, por ejemplo, 
también nos llegan cedulones dando el desalojo a vecinos por tener una deuda de gastos comunes y, 
tal como mencionaba la vecina, son cuentas que están mal liquidadas. Por lo tanto, ya sea a través de 
la Comisión o por medio de los vecinos, quisiéramos que se hiciera un pedido de informes por vía 
judicial para saber cómo ha sido el manejo de los fondos de la Comisión Administradora Central del 
Euskal Erría. 


Insisto en que hay un montón de aspectos a dilucidar y por eso entendemos que para no 
caer en la particularidad y obtener soluciones de la forma más rápida para todos los complejos es 
necesario que se busque un ámbito de participación donde se generen los aportes. Allí, el Parlamento, 
la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado y la de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente de la Cámara de Representantes podrán dar un marco jurídico y orgánico mucho más acorde 
a lo que es el funcionamiento de los complejos habitacionales que, obviamente, son de otra época, son 
un lastre que quizá los señores Senadores, como parlamentarios de este momento, están recibiendo 
como herencia. Por supuesto que no los hacemos responsables de todo esto, pero creo que más 
temprano que tarde es necesario buscar soluciones de fondo. Para muchos uruguayos estas 
situaciones ya son casi insostenibles. Como bien decía la compañera, se están vendiendo viviendas 
que ya no se pueden pagar y se da un nuevo plazo de 25 años, como si fuesen viviendas nuevas. Por 
lo tanto, el tema para nosotros no es solo acceder a una vivienda como estas, que son de interés social 
de acuerdo con el marco de la ley nacional de viviendas, sino también aplicar elementos que se 


encuentran dentro de dicha normativa como, por ejemplo, el subsidio. No se trata de un subsidio 
permanente, sino circunstancial y temporal. 


El tema es la reventa de los apartamentos. ¿Cuál es el valor imponible? ¿Es el que nos fija la 
Intendencia cuando no tenemos ninguna regularidad? Lo cierto es que no sabemos si los predios son 
del Banco, del Euskal Erría o de la Intendencia. Las viviendas tienen determinado valor según la 
factura de la Contribución Inmobiliaria; otro, de acuerdo con lo que establece la Dirección Nacional de 
Catastro; otro, según la factura de Enseñanza Primaria y otro, que es el valor real en el mercado. Pero 
resulta que el valor del mercado es el más bajo de todos y lo que tiene carga impositiva está basado en 
otros valores, que son más altos. 


Por otro lado, en 1984 -momento en que las viviendas comenzaron a colocarse en el 
mercado- una vivienda de dos dormitorios costaba entre 2.600 y 2.700 Unidades Reajustables. En 
aquel entonces, el valor de la Unidad Reajustable estaba por debajo del valor del dólar, pero hoy está 
muy por encima de él. 


Entonces, ¿cuánto se termina pagando por un apartamento con esta cantidad de 
irregularidades y con un monto de gastos comunes como si estuviésemos viviendo en Pocitos cuando, 
en realidad, estamos en una zona roja? 


No renunciamos al lugar donde habitamos ni a encontrar soluciones para la gente que vive 
en los asentamientos, que también tiene derecho a la vivienda. 


Nosotros remarcamos que se trata de acceder a la vivienda en el marco de una ley que 
todavía existe y que ha sido modificada y actualizada, pero también deseamos permanecer en ella, y 
ese es un derecho que tenemos. La Constitución establece que todo ciudadano tiene derecho a la 
vivienda. 


No quiero extenderme mucho más, pero me gustaría que los integrantes de la Comisión, 
como representantes del Parlamento, visitaran nuestro complejo. Estamos a las órdenes para 
acompañarlos y ayudarlos a definir un tema que no es solo nuestro; lo padecen muchos habitantes, no 
solo de los complejos habitacionales de Montevideo, sino de todo el país. 


SEÑORA PEREIRA.- En lo personal, estoy abocada a defender a las mujeres; pido disculpas a los 
hombres. La mayoría de ellas son solas, divorciadas o en otro estado; están a cargo de personas 
mayores, tienen problemas de salud o cuatro o cinco hijos; además, trabajan en negro porque a su 
edad ya no tienen acceso a determinados trabajos, por más preparadas que estén. El principal trabajo 
al que acceden es al que se realiza en casas de familia, es decir, el trabajo doméstico. Antiguamente, 
eso podía cubrir lo que se les pedía, pero ahora todo ha cambiado y ya no es así. Lo que sucede es 
que se les arremete. 


Otro punto que quería fundamentar -porque nos lo preguntaron- es si podemos dar una línea 
para saber si hay conexión entre la ANV y la ACAC en cuanto a filtración de datos. Por supuesto que 
sí, y eso es clarísimo. Hay que vivir y convivir donde estamos nosotros para ver, permanentemente, 
todas las “jugaditas”. ¿Por qué? Porque cuando hay un lanzamiento, supuestamente nadie debe 
saberlo. Pero no es así; se enteran de antemano porque la persona tiene que dejar la “cosa” en un 
determinado tiempo, y en seguida aparecen aquellos que exigen determinada cantidad de dinero para 
abrir la puerta de esa vivienda y que otros entren. 


Tenemos una gama de intrusos, que ya expliqué cómo entraron, pero también está el intruso 
que, por medio de otros, abre las viviendas. Yo lo vi. Me dijeron: “aquel señor anda con un manojo de 
llaves”. Eran todas las llaves de 1.900 viviendas, incluso la de mi casa y la de él. Tenían copia de 
todas. Entonces pregunté: ¿pero, cómo? ¿Tienen copia de la llave de mi casa? Me dijeron que sí, que 
tienen una copia de la llave de mi casa por si pasa cualquier cosa. 


Les puedo asegurar que saben que hoy estamos aquí porque existe otra parte a la que no le 
conviene que estas cosas se sepan y que nosotros luchemos, porque tienen intereses de todo tipo. 
Lamentablemente, le pese a quien le pese y me guste o no decirlo, hay intereses en juego. Lo cierto es 
que la filtración de información existe y que se sabe con anterioridad quiénes van a dejar sus 


apartamentos, lo que permite que luego entren los intrusos. Aclaro que no estoy en contra de ellos pero 
tampoco estoy a favor, porque creo que se debe regularizar su situación y dar una oportunidad a 
quienes estén en condiciones de tenerla, ya que no todos lo están. En lo personal, en cinco torres sé 
perfectamente dónde están los intrusos porque intento conversar y obtener la información, pero lo 
cierto es que esto es algo muy cerrado y los que queremos saber no tenemos acceso a los datos. 


En cuanto a las mujeres solas, quiero decir que pasan las mil y una cuando les llega la 
documentación y he podido ver a muchas de ellas llorando y preguntándose qué harán con sus hijos, si 
tendrán que cambiarlos de escuela porque en el complejo tenemos un jardín de infantes, una escuela y 
un liceo. Además, tenemos un predio precioso respecto al cual hoy hay un gran problema. Lo que 
sucede es que la Intendencia no sabe qué parte de los espacios verdes le pertenece y cuál pertenece 
a cada torre. Por otro lado, no se sabe a quién corresponde la luz de ese parque y de las canchas. 
Estamos hablando del predio del Complejo Euskal Erría 71, que está todo abierto y que ahora se está 
marcando, ya que no se puede cerrar porque es demasiado grande como para poner rejas. Hace poco 
tiempo pusieron una reja desde el liceo hasta el supermercado Multiahorro y, si bien no sabría calcular 
cuántos metros se instalaron, eso tuvo un costo de $ 500.000. ¿Quién va a pagar? A su vez, la nueva 
empresa encargada de los ascensores nos pide US$ 3.000 porque alega que estaban atados con 
alambre y eso es mentira porque hace veinte años que funcionan. Realmente, eso es una mentira 
porque nadie paró los ascensores para hacer un diagnóstico y constatar si están atados con alambre. 
Sin embargo, entregué un papel en el que la empresa afirma que esto es así y que corremos riesgo de 
vida. Reitero que eso no es verdad y que, en realidad, es una especie de maniobra que hace la 
empresa, quejándose porque le rescindieron el contrato y la nueva está cobrando ese dinero. ¿Quién 
lo va a pagar? Los vecinos. 


Estamos peleando por una cuota única que cubra los gastos comunes porque, según nos 
informa la ANV no existe morosidad en el pago de las cuotas. Hace algunos días estuve en la ANV y 
puedo afirmar que al lado de la silla en la que estaba sentada había alrededor de 300 carpetas de 
desalojos. Cuando pregunté si estas carpetas correspondían a desalojos, se me dijo que sí. ¿Quién las 
manda? La Comisión Administradora. Desde el punto de vista legal -aclaro que no soy abogada y 
simplemente digo lo que me han asesorado- los apartamentos vacíos que tiene la ANV para vender se 
arreglan a todo confort. ¿Por qué? ¿Cómo es posible? Todos los que compramos nuestro apartamento 
hace veinte años lo hicimos como ahorristas, como promitentes compradores o por medio de un 
traspaso que hace veinte años se pagaba entre US$ 10.000 u US$ 11.000 y que ahora alcanza una 
cifra disparatada de US$ 19.000 o US$ 20.000, cuando la viabilidad del edificio ya caducó. 


Aclaro que no estamos esperando señales, sino que lo que el vecino quiere es que se 
investigue, que se forme una comisión interventora que se instale en el complejo, que llamen a los 
vecinos y pregunten qué pasa en las torres. Hemos intentado sacar fotos para mostrarles lo que está 
sucediendo pero hoy no pudimos traerlas porque, como se imaginarán, nosotros además de esto 
también tenemos nuestros problemas personales. Hay torres que filtran y cae agua, además de que se 
ven los caños que están en las bases. Entonces, nos preguntamos: ¿por qué nos están cortando la 
cabeza si, por ejemplo, no cumplimos en diez días? 


En definitiva, señores Senadores, lo que precisamos son señales de su parte. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hace mucho que integro la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
y, desgraciadamente, debo decir que comparto la opinión de la delegación en cuanto a que el Euskal 
Erría fue mal parido y padece muchísimos problemas. 


Hace muy poco aprobamos un proyecto de ley -o sea que ya tiene media sanción y ahora se 
encuentra a estudio de la otra Cámara- relativo a la regularización de complejos habitacionales como el 
Euskal Erría, porque somos conscientes de la situación caótica que están viviendo sus ocupantes. Los 
integrantes de la Comisión vamos a analizar la documentación que nos trajeron y luego discutiremos 
sobre el tema. Podemos concurrir al lugar -ya lo hemos hechos otras veces- para ver los problemas in 
situ y evaluaremos qué posibilidades tenemos de hacer algo desde este ámbito. 


En lo personal, el Complejo Habitacional Euskal Erría se ha transformado en una obsesión 
porque cada poco tiempo estamos considerando los problemas que tiene, que son muy difíciles de 
abordar y que afectan a muchísima gente. Entre esos problemas están los vinculados a las comisiones 
administradoras; estos complejos de viviendas son de otra época y estaban dentro de la órbita del 
Banco Hipotecario del Uruguay, por lo que se trata de situaciones de muy larga data. 


Personalmente, no tengo claro cuál es el mejor mecanismo, pero vamos a conversarlo con los 
integrantes de la Comisión y después, si hay acuerdo, podríamos hacer una visita al lugar a los 
efectos de ver qué podemos hacer concretamente pero, como ya señalé, antes tendríamos que 
analizar la información que nos trajeron. 


Finalmente, quiero aclararles que demoramos en recibirlos porque estábamos tratando un 
proyecto de ley y estábamos muy justos de tiempo. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Hemos escuchado atentamente la información que nos han suministrado acerca 
de la situación que están viviendo. Recién, con el señor Senador Bordaberry pensábamos que el 
Complejo está siendo habitado por aproximadamente 7.000 personas, es decir, una población mucho 
mayor  -el doble o el triple- que la de Villa Rodríguez, la de Carlos Reyles o la de Ecilda Paullier. 
Sabemos lo complicada que está la situación porque teníamos algunas referencias. Se trata de un 
tema que debemos encarar con responsabilidad para ver de qué manera podemos encontrarle una 
solución. 


En mi opinión, no es conveniente crearles falsas expectativas. La señora Presidenta recién 
hizo referencia al proyecto de ley que ya tiene media sanción, y temo que piensen que a través de él 
estamos resolviendo este tema puntual. Sin perjuicio de ello, vamos a encontrar una solución; ojalá sea 
mediante los beneficios que esta ley otorgará en caso de ser sancionada, pero sabemos que tenemos 
la responsabilidad de encontrarla por la vía que sea. Son muchos los vecinos que habitan en ese 
complejo Habitacional y el deterioro se va haciendo cada vez más pronunciado, por lo que la situación 
los va a angustiar cada vez más. 


Me gustaría que este tema permaneciera en el Orden del Día. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Después vamos a resolver cómo encarar el tema. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quiero ser claro en el sentido de que la Comisión los recibió y escuchó el 
planteamiento que tenían para hacer, pero no me parece bien que se vayan con la expectativa de que 
el tema va a ser resuelto a corto o mediano plazo; sí digo que vamos a hacer el intento en ese sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Informo a los invitados que la ley a que me referí anteriormente tiene que ver 
con el aspecto regulatorio -son conocidas las complejidades de trámite existentes-; concretamente, con 
el final de obra. Si bien este aspecto no es todo el problema, es un punto importante que puede llegar a 
tener una salida. Precisamente, el ejemplo que se utilizó para fundamentar la presencia de ese artículo 
en la ley, fue la situación de los Complejos Euskal Erría y América, que son similares. 


La Comisión va a estudiar cómo encarar el tema y, posteriormente, nos comunicaremos con 
ustedes. 


SEÑOR MARCHETTI.- Somos partidarios de la participación de la gente en todos los ámbitos. 
Creemos que las cosas no se hacen para la gente, sino con la gente. 


Por otro lado, entendemos que complejos de esta envergadura, y aun más grandes que 
cualquier pueblo del interior de nuestro país -como muy bien manifestaba un señor Senador- ameritan 
la existencia de formas de participación más orgánicas. Un complejo de estas características no se 
puede administrar con una comisión que no brinda información y no permite la participación ni la 
integración de los vecinos. 


A nuestro juicio, creemos que una buena medida que tomó el Banco Hipotecario del Uruguay 
al reinstaurarse la democracia fue que los complejos habitacionales no superaran las cincuenta 
viviendas. Creemos que, desde distintos puntos de vista, estos complejos son ingobernables. 


En lo personal, viví en una cooperativa; luego, los avatares de la vida hicieron que me retirara 
de ella, pero siempre he tenido participación en FUCVAM y en las asambleas. Hay complejos de 
FUCVAM como las Mesas o las Zonas que son varias cooperativas en un mismo complejo, pero cada 
una de ellas tiene un estatuto que regula su funcionamiento, tienen sus propias autoridades y también 


cuentan con participación en la comisión central. Por lo tanto, creo que podría ser viable estructurar un 
estatuto para que cada torre, que tiene cuarenta o más apartamentos, tenga su propia comisión y un 
delegado central, pero siempre de forma estatutaria, fijando derechos y obligaciones. Asimismo, creo 
que este marco es pasible de ser tenido en cuenta en un futuro. 


SEÑORA PEREIRA.- Simplemente, agradecemos haber sido escuchados en este ámbito sobre la 
situación expuesta y que se vea la posibilidad de actuar al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El agradecimiento es nuestro. La Comisión se compromete a comunicarse 
nuevamente con los vecinos una vez que estudie el tema planteado. 


(Se retira la delegación del Complejo Euskal Erría 70) 
(Ingresan a Sala representantes del Complejo M5-San José) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene mucho gusto de 
recibir a vecinos del Complejo M5 de la ciudad de San José, a quienes cede la palabra para que hagan 
sus planteos. 


SEÑOR PIANZZOLA.- Antes que nada, agradecemos que nos hayan recibido y adelantamos que 
seremos breves porque sabemos que el tiempo de los señores Senadores es muy valioso. 


Somos copropietarios del Complejo M5 de la ciudad de San José desde setiembre de 1983, 
cuando nos entregaron las llaves. En ese entonces vivimos un momento de gran felicidad porque se 
hacía realidad nuestro sueño de tener un techo propio. Sin embargo, dentro de dos meses hará 
veintisiete años que estamos viviendo una situación compleja y comprometida porque, en la mayoría 
de los casos, después de pagar puntualmente la cuota cada mes, nos encontramos con que tenemos 
una deuda que deberemos pagar en trece, catorce o quince años, pese a que en aquel entonces la 
hipoteca se hizo a veinticinco años. 


El edificio es común y corriente, en él vivimos veinticuatro familias en veinticuatro 
apartamentos, doce de los cuales son de dos dormitorios y los otros doce de tres dormitorios. No tiene 
cocheras, garajes, ascensor ni portero eléctrico. Quiere decir que el edificio es para gente obrera, de 
clase media y baja, porque no tiene ningún servicio. 


Reitero que hace veintisiete años estamos pagando la cuota correspondiente. A modo de 
ejemplo cito mi caso particular, por dos motivos: uno, porque lo conozco pues soy el titular y, dos, 
porque la situación se refleja en el resto del edificio. Como dije, hace veintisiete años que vivo en ese 
complejo y pago puntualmente la cuota cada mes. En ese tiempo he pagado entre US$ 80.000 y US$ 
90.000, pero resulta que mi apartamento tiene una deuda de US$ 40.000. Lo hemos hecho tasar por 
una inmobiliaria de San José y nos dijeron que su valor es de US$ 40.000. Debo US$ 40.000 y ese es 
el valor de mi apartamento, pese a que, reitero, hace veintisiete años que estoy pagando. 


La situación es insostenible y no sabemos qué hacer, podríamos dejar de pagar y “vivir de 
garrón” seis o siete años hasta que el Banco Hipotecario del Uruguay nos tire para la calle pero, si 
perdemos la dignidad y la satisfacción personal que tenemos de ser buenos pagadores y de haber 
cumplido siempre con nuestros pagos, pasamos a ser “ocupas” y no queremos llegar a ese extremo. 


Nos hemos enterado de que en los últimos años el Banco Hipotecario del Uruguay ha 
pasado a fideicomiso a algunos edificios, lo que significa condonar la deuda porque se termina de 
pagar y se escritura. Muchos de los edificios a los que se les ha condonado la deuda son más nuevos 
que los nuestros y tienen una historia de pagos menor a veintisiete años. Si los señores Senadores 
tienen contacto con ese organismo, sabrán que hay casos de edificios que pagaron doce, trece, 
catorce y diecisiete años y se les condonó la deuda, mientras que nosotros lo hicimos por veintisiete 
años y aún debemos la suma que antes mencionábamos. Como nos preocupamos por la situación, 
recurrimos al Gerente del Banco Hipotecario del Uruguay para preguntarle por qué motivo nuestro 
Complejo no pasaba a fideicomiso. La respuesta que se nos dio fue: “Por olvido”. Creemos que aquí 
hay un error de parte de las autoridades del Banco porque este edificio debió haber sido uno de los 
primeros en pasar a fideicomiso. En ese momento no obtuvimos respuesta y no encontramos lo que 


buscamos, es decir, que se nos condonase la deuda y que se considerasen como suficientes, para 
tener nuestro pequeño y humilde apartamento, los 27 años que estuvimos pagando. 


En función de lo expuesto, decidimos recurrir a los señores Senadores para que nos ayuden, 
se solidaricen con nosotros y lleven adelante las gestiones que correspondan frente al Banco 
Hipotecario del Uruguay. Realmente hay casos muy complejos y, por citar uno, está el de la señora 
Navarro, quien desde hace muchos años quedó viuda, tuvo que criar sola a dos hijos y, a pesar de 
todo, religiosamente, pagó siempre la cuota. 


SEÑORA NAVARRO.- Quiero aclarar que quedé viuda, justamente, en un momento en el que también 
perdí el trabajo en la financiera Credicard SA, de Pérez Piera, junto a otros trescientos trabajadores. La 
empresa dio quiebra y hace dos años cobramos la décima parte de lo que nos correspondía por 
concepto de despido. La verdad es que fue muy difícil. En lo personal, me presenté ante el Banco y 
expliqué cuál era mi situación y que nunca había dejado de pagar la cuota. En ese momento, un 
funcionario de la Institución me recomendó que no pagara un mes y que me presentara al siguiente 
con ese antecedente para hacer un convenio por seis meses, tras lo cual tenía la posibilidad de pedir 
una rebaja de la cuota. Así fue; siempre mantuve contacto con el Banco Hipotecario del Uruguay y me 
hicieron la rebaja de la cuota. Vuelvo a decir que nunca me atrasé en el pago de la cuota, salvo ese 
mes en el que me aconsejaron que no abonara para poder celebrar el convenio. De todas maneras, 
considero que esto es totalmente injusto porque hace 27 años que estamos pagando. Lo único que 
pedimos es justicia, nada más que eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como clientes del Banco Hipotecario del Uruguay sabrán que fue muy difícil 
sacar a la Institución de la situación casi de quiebra por la que estaba atravesando. Por esa razón fue 
que se formaron los fideicomisos sobre la cartera social, y no sobre la cartera comercial. Esto es 
importante tenerlo presente, aunque no sé a cuál de las carteras pertenece el complejo que ustedes 
están representando. Luego, esos fideicomisos se trasladaron a la Agencia Nacional de Vivienda y, en 
la medida en que se fueron recuperando las cuotas, el dinero fue vertido al Ministerio de Economía y 
Finanzas. Toda esta situación se generó como consecuencia de la crisis de 2002. En ese momento, la 
salida que se buscó fue modificar la Carta Orgánica del Banco y luego hacer lo propio con la 
Institución. De todas maneras, conviene aclarar que se trata de carteras diferentes. 


SEÑOR PIANZZOLA.- Nosotros pertenecemos a la cartera social y pagamos 3,5% de interés. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si esto es así, la pregunta concreta que podemos formular a las autoridades 
del Banco es por qué quedó fuera un complejo de la cartera social. Es importante conocer estas cosas 
porque en la Comisión hemos tenido oportunidad de recibir a delegaciones que están comprendidas en 
la otra cartera que debe permanecer en el Banco. Como dije, vamos a hacer esta pregunta a las 
autoridades del Banco para saber lo que realmente sucedió. 


También es verdad lo que aquí se ha dicho en el sentido de que, cuando nosotros 
trasladamos la cartera social a la Agencia Nacional de Vivienda, lo hicimos para salirnos de la norma 
bancaria. 


Si permanezco tengo que cumplir los dictámenes del Banco Central. Ahora bien, cuando saco 
el fideicomiso puedo hacer quitas porque ya estoy bajo otra norma, por lo tanto, desde ese punto de 
vista puedo dar a este asunto una mirada social. Por supuesto que los clientes a veces no entienden 
por qué algunos van para un lado y los demás para otro, y por ese motivo me pareció importante que 
manejaran esta información. 


SEÑOR CHIRUCHI.- He estado analizando esta situación en el departamento de San José. Asimismo, 
he tenido oportunidad de dialogar con copropietarios de grupos habitacionales en Montevideo y pude 
comprobar que se han dado situaciones similares. Existen viviendas que han quedado en el Banco y 
otras han pasado a la Agencia Nacional de Vivienda. La respuesta que se ha dado -y es vox populi- es 
que la mayoría de los buenos pagadores quedaron en el Banco Hipotecario y los malos pagadores 
fueron enviados a la Agencia Nacional de Vivienda. Allí le aplican el subsidio y le comunican que la 
deuda quedó cancelada. He estado con grupos de Montevideo y de Florida que me han comentado 
sobre esta situación, pero no sé cuál es la realidad del grupo de los vecinos que nos visitan en el día 
de hoy. 


SEÑOR PIANZZOLA.- En nuestro caso omití explicar -aunque está manifestado en el memo que les 
entregamos- que nuestro edificio es de carácter social, no comercial, y aclaro que cumplimos con todas 
las pautas. Recuerdo que una de ella era que el interés fuera inferior al 5% y nosotros pagamos el 
3,5%. 


En cuanto a lo manifestado por el señor Senador Chiruchi, en nuestro edificio hay 24 
apartamentos, cinco de ellos están totalmente pagos porque los vecinos aprovecharon las ocasiones 
en que el Banco hizo importantes quitas y cancelaron la deuda, los restantes 19 apartamentos -menos 
uno que tiene atraso- están al día. Entonces, nos parece injusto, de alguna forma, que edificios que 
tienen 15 o 18 años de vida y que tienen tres o cuatro años de no pago, pasen a fideicomiso, se 
consideren pagos y nosotros que casi todos -menos uno- estamos absolutamente al día, pagando 
religiosamente durante 27 años, sigamos haciéndolo 13 o 14 años más. Me parece que es injusto, se 
está castigando al buen pagador, y no es que nosotros seamos buenos pagadores porque somos 
pudientes, sino porque nos enseñaron a cumplir y a honrar la deuda. Por lo tanto, como dije hoy, 
queremos continuar haciéndolo y terminar de pagar de una vez por todas. De lo contrario, vamos a 
trasmitir a nuestros hijos que lo mejor es no pagar y vivir de garrón. Estamos en esa encrucijada; 
quizás mañana nuestros hijos nos dirán “fuiste un nabo; en el año 2011 tu apartamento valía US$ 
40.000 y debías US$ 40.000. No hubieras pago” o “hiciste 27 años de esfuerzo y después 
abandonaste, ¿qué te pasó?”. Realmente esta situación es insostenible. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Repito que tenemos clara cuál es la situación, pero ocurre que el tema del 
Banco Hipotecario no se ha terminado de arreglar; era caótico lo que pasaba allí y fue difícil salir de 
ese estado. De todos modos, nos vamos a hacer cargo de comunicarnos con el Banco y preguntar 
sobre esto. 


SEÑOR PIANZZOLA.- Realmente necesitamos del esfuerzo de los señores Senadores. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Por supuesto, es parte de nuestro trabajo. 
SEÑOR PIANZZOLA.- Pedimos a la Comisión que haga ese esfuerzo, porque lo precisamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Siempre ha sido así, porque es parte de nuestro trabajo. Me llama la 
atención que haya unidades desagregadas -no lo había oído nunca aunque, quizás, se pueda dar esa 
situación- porque los fideicomisos se arman por complejos. 


SEÑOR PIANZZOLA.- La información que tenemos es que esto se dio por un olvido. El Gerente del 
Banco Hipotecario de San José nos dijo: “Ustedes no pasaron a fideicomiso porque acá hay una 
información errónea, un olvido de alguien”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que si la causa fuera esa, la solución sería más sencilla. De 
todos modos, tenemos que preguntarle al Banco cuál es realmente la causa para poder analizar el 
caso porque nosotros no somos el Banco. Además, hay otro problema que es el que se produjo con las 
cuentas viejas de esa institución, situación que fue señalada por la delegación que nos visitó antes que 
ustedes. Me refiero a las cuentas en Unidades Reajustables por las que, en virtud de que en un 
determinado momento hubo una descoordinación con relación al dólar, diría, el Banco obtuvo 
beneficios. Estos escenarios ridículos -dicho entrecomillas- llevaron a que muchas veces se haya 
pagado más de lo que en realidad valía el bien; fue uno de los grandes problemas que tuvo el Banco 
Hipotecario. Sabemos que se han solucionado 40.000 expedientes, pero el cierre de la cuenta no es 
automático cuando el expediente pasa a la Agencia Nacional de Vivienda. Lo que se hace es tasar el 
bien, ver cuánto se pagó y de ahí resultan los números finales. La gran diferencia con lo que les 
sucede a ustedes es que en el caso que mencioné se da una certeza, que es algo que - 
evidentemente- ustedes no tienen en este momento. 


SEÑOR PIANZZOLA.- Otro de los obstáculos que, recuerdo, se plantearon para pasar al fideicomiso 
fue que el edificio tuviera problemas de documentación. Los cinco vecinos que hace años terminaron 
de pagar en su totalidad los apartamentos, todavía no han podido hacer la escritura porque también 
hay problemas de documentación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa situación puede deberse a dos razones. ¿Es una propiedad horizontal? 


SEÑORA PIANZZOLA.- Sí, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA..- Entonces, puede ser que no tenga la horizontalidad definitiva y, por ende, no 
se puede hacer la escritura. En realidad, estamos trabajando sobre un acumulado de problemas que 
vienen de mucho tiempo atrás. 


SEÑOR PIANZZOLA.- El memorando que dejamos a la Comisión lo establece con claridad. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Es muy importante que ustedes hayan traído este material. 


SEÑOR PIANZZOLA.- Hay un vecino que perdió la posibilidad de vender su apartamento porque, 
como es lógico, el comprador quería hacer la escritura y el dueño no la podía otorgar. Creo que en este 
tipo de situaciones el Banco está muy expuesto a una acción legal porque no es responsabilidad de 
quien terminó de pagar el apartamento que no esté la escritura, sino de la propia institución. Según nos 
dijeron -no sé por qué es- cuando pasa al fideicomiso se aceleran todos los trámites, es decir, la 
escritura sale antes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vuelvo a repetir cuál es la situación. En materia bancaria, hay que cumplir 
una normativa general del Banco Central y, al sacar esa cartera para la Agencia Nacional de Vivienda, 
hay más flexibilidades. 


De acuerdo al memorando que nos han dejado, la Comisión va a estudiar los cinco casos 
que hoy recibimos y haremos las consultas al Banco para ver qué horizonte o respuesta podemos dar. 
Quiero aclarar que todos los casos son distintos y es muy importante tener información de todo el 
proceso de un complejo. Por ejemplo, sabemos que en el Banco Hipotecario se detectaron complejos 
en los que los terrenos sobre el que habían sido construidos no eran de su propiedad. Aquí hay 
cuestiones jurídicas que a veces no se resuelven en media hora. Estos fueron problemas acumulados 
de la administración del Banco que dieron ese resultado. Para nosotros es muy importante que quede 
por escrito todo lo que nos han informado, aunque a primera vista podemos decir que el eje del 
problema que se ha planteado es de sentido común: no se puede pagar tanto. Pero, obviamente, 
nosotros no somos las autoridades del Banco Hipotecario. 


SEÑOR PIANZZOLA.- Las situaciones son, todas, muy parecidas. Tenemos el caso de un 
apartamento que vale US$ 40.000, todavía se debe por él US$ 28.000 y hace 27 años que se 
está pagando; mi propiedad vale US$ 40.000 y debo US$ 40.000, a pesar de que hace 28 años 
que estoy pagando. 


SEÑOR DÍAZ.- Mi apartamento vale US$ 50.000, debo US$ 28.000 y ni siquiera sé cuántos años me 
quedan para pagar, aunque la financiación en un principio era a 25 años. 


SEÑORA NAVARRO.- Estoy de acuerdo con lo que dijo el señor Senador Chiruchi porque, a la 
esposa del señor Pianzzolla y a mí, el Gerente del Banco Hipotecario de San José nos dijo que 
estaban saliendo los fideicomisos, justamente, como un premio a los malos pagadores. Sin duda, eso 
es injusto porque los que pagamos lo hacemos con mucho sacrifico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que los fideicomisos se generaron por una ley que no decía 
eso, sino que hablaba de la cartera social. Es posible que haya habido un problema de manejo y 
vamos a averiguarlo, pero ese no es el concepto que inspiró la ley. 


SEÑORA NAVARRO.- No es tampoco el concepto que tenemos, pero sí es lo que nos dijo un Gerente 
del Banco Hipotecario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es posible que algún funcionario no haya entendido el mecanismo de la ley. 
De todos modos, creo que lo importante no es lo que dijo el Gerente del Banco Hipotecario sino el 
problema que nos han planteado nuestros invitados. La Comisión va a incluir este asunto en el orden 
del día y lo analizaremos; durante ese análisis, seguramente consultaremos a las autoridades del 
Banco Hipotecario para conocer también su punto de vista y ver qué medidas podemos tomar desde 
esta Comisión. 


Agradecemos la presencia de la delegación de vecinos del Complejo M5 de San José y la 
información que nos han brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de vecinos del Complejo M5 de San José) 
(Ingresa a Sala el señor Carlos Negrín) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado da la 
bienvenida al señor Carlos Negrín, de Florida, a quien dejamos en uso de la palabra para que realice 
su planteo. 


SEÑOR NEGRÍN.- Quiero decir, en primer término, que envié por correo electrónico información y 
sobre ella es que voy a hacer mi exposición. 


Rápidamente les cuento que en el año 2001 pedí un préstamo para construir; después de la 
crisis, en el año 2002, dejé de pagar, volví a pagar en 2003 y desde entonces hasta ahora he pagado 
todas las cuotas. En el año 2006, el monto de mi deuda ascendía a US$ 70.000 con moras y demás. 
Más adelante, la cuota pasó de dólares a Unidades Reajustables. Actualmente, estoy pagando 
US$ 11.000 anuales y la deuda ascendería a US$ 174.000 si la quisiera cancelar hoy; además, debo 
veinticinco años. Lo menos que puedo decir de esta deuda es que es obscena y sonrojaría a cualquier 
prestamista de casino. 


A partir de 2003 pagué siempre, por lo que soy un buen pagador. En las hojas que entregué 
cuento toda mi travesía y vericuetos por el Banco Hipotecario presentando mi caso. En la División 
Sucursales me contestaron que no había lugar a mi caso, que lo que podía hacer era refinanciar mi 
deuda. Tengo cincuenta años, debo veinticinco y me piden que refinancie la deuda. Por supuesto, 
contesté que debería llevar a mis hijos para que firmaran por mí, porque yo no iba a poder terminar de 
pagar. Llegué a hablar con la Secretaria del Gerente General, quien me comunicó que se había 
aprobado lo que definió el Director, Carlos Rivas. 


Por su parte, el Directorio no me recibió y, entonces, envié toda la información a esta 
Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial -a la que me citaron- y a la correspondiente de la 
Cámara de Representantes. A grandes rasgos, este es mi caso. 


Debo decir que, mientras estaba esperando para entrar, pude advertir que hay delegaciones 
de Tacuarembó, de San José, etcétera, con grupos de muchas personas. Yo me sentí pequeñísimo al 
venir a hablar con los señores Senadores por mi problema personal. No van a legislar para una 
persona, sé que es muy difícil tratar solo este caso particular, pero hace dos años que estoy yendo al 
Banco e intenté hacer lo que hace la gente común. Mi señora es colega de Álvaro Vega y hablé con él 
porque me dijo que le llevara el caso. Insisto en que quise recorrer el camino correcto, presenté todo y 
me han contestado con información falaz. La respuesta que me dio el Director de Sucursales -que 
consta en el material que he entregado- no tiene contrafuerte; es mentira y la deuda es una locura. Sin 
embargo, quiero seguir pagando. Tengo clarísimo que si hubiera dejado de pagar hace tres, cuatro, 
cinco o seis años, como muchos vecinos o conocidos, en este momento estaría en la Agencia Nacional 
de Vivienda y hubiera arreglado la cuota sin problemas. Realmente no quiero dejar de pagar, no quiero 
que se venza el plazo, no quiero ser el “vivo”, el que no paga y espera a que le refinancien la deuda, el 
que llora, pero esto es inaudito. 


No sé si desean plantear alguna pregunta. Si los señores Senadores observan lo que estoy 
pagando hoy, constatarán que es algo increíble. Estoy pagando US$ 11.000 por año por una deuda 
que, al año 2006, por todo concepto ascendía a US$ 70.000. Además, voy a tener que pagar durante 
25 años más. 


Los señores Senadores me dirán que “ligué” mal; el dólar subió de 3 a 30; cuando la deuda 
pasó a Unidades Reajustables, el dólar bajó y la Unidad Reajustable subió; el último reajuste, en el año 
2009, fue del 20% aproximadamente. Pero que el Banco me cierre la puerta en la cara y me diga que 
refinancie, que traiga a mi hijo para que él firme por veinticinco años más, es algo realmente increíble. 


SEÑOR CHIRUCHI.- El señor Senador Tajam me decía que la deuda tiene un plazo de veinticinco 
años más para honrarse. 


SEÑOR NEGRÍN.- Así es, señor Senador. 

SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Y cómo le plantea el Banco que refinancie esa deuda? ¿A más años? 
SEÑOR NEGRÍN.- De acuerdo con lo que me dijeron en Florida, no hay otra forma. 

SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Sería a cincuenta años? 

SEÑOR NEGRÍN.- No hay otra forma. 


Yo debo veintiséis años. El señor Rivas me dice que la adecuación de la cuota es viable, 
pero que deberá ser solicitada de acuerdo con la normativa vigente. Hay dos posibilidades: me suben 
la cuota al doble y eso no lo puedo pagar, o me estiran el plazo. Estoy fuera de los límites porque esto 
supera la expectativa de vida de los uruguayos; además, mi expectativa de vida después de la crisis es 
mucho menor. En estas condiciones, no voy a ver paga la deuda y se la voy a dejar a mis hijos. 


No quiero dejar de pagar; me resisto a hacerlo. Todos me dirán: “Usted es el único 
inconsciente que no deja de pagar; esto es impagable. Deje de pagar y lo van a llamar del Banco para 
decirle que van a arreglar su situación”. Pero yo no quiero dejar de pagar y no tengo respuesta por 
parte del Banco. 


Hoy he venido acá a plantearles este caso. No sé qué pueden hacer, a lo sumo golpearme el 
hombro y decirme que me maneje... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo primero que quiero dejar en claro, señor Negrín, es que para nosotros no 
importa que se trate de una persona o de quinientas. Todos son personas. 


SEÑOR NEGRÍN.- Eso me quedó claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay gente que vive en complejos habitacionales y viene en forma colectiva, 
pero hay otros que tienen préstamos personales. Está bien que se haga así; de esta forma funciona la 
sociedad. 


Por otro lado, nosotros vamos a tener que consultar al Banco. Las delegaciones nos dejan 
material que luego estudiamos en la Comisión. También planteamos preguntas y tratamos de ser un 
puente para ayudar a destrabar situaciones. No prometemos nada porque no tenemos potestades; solo 
somos la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado. Pero no nos desinteresamos 
porque, de algún modo, tenemos que controlar al Banco. Cuando se nos presenta alguna situación en 
la que aparentemente puede haber habido una falla administrativa o de cálculo, es bueno que la 
analicemos. Probablemente esto que estoy diciendo no signifique nada para usted, pero es el 
procedimiento que vamos a emplear porque para nosotros es importante que nadie quede colgado del 
pincel, para decirlo con sencillez. Si bien nos ha dicho que ha hecho el esfuerzo de pagar, en uno de 
los ítems se dice que el préstamo de que se trata registra atrasos muy importantes entre su 
otorgamiento y el mes de setiembre de 2002, lo que explica el monto del saldo de la deuda. Usted dice 
que esto no es cierto y nosotros lo vamos a investigar porque es la causal que esgrime el Banco para 
dar esta respuesta. 


SEÑOR NEGRÍN.- En otra de las hojas del documento que les acerqué figura la fecha. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no entiendo mal, aquí está el convenio entre ustedes dos y el Banco. 


SEÑOR NEGRÍN.- En esa hoja figura la fecha, que es el 29 de junio de 2006. Como podrán ver, el 
documento dice que registraba la siguiente deuda: saldo, servicios, mora, servicios diferidos, por un 
total de US$ 70.473. En el 2006 debía US$ 70.500, y si bien el señor Rivas me dijo que me atrasé en el 


pago, en ese año la deuda es la que acabo de mencionar. Sin embargo, hoy debo US$ 174.000. La 
respuesta de Rivas es falaz. Aclaro que les envié toda esta información porque en el Banco no tengo a 
quién acudir, ya que toqué todas las puertas. En el día de ayer me preguntaba qué puede definir la 
Comisión de Vivienda; quizás enviar la versión taquigráfica al Banco Hipotecario para que sepa de 
esto. 


Quisiera decirles dos cosas. En primer lugar, que hay personas en el Banco Hipotecario que 
son realmente ineptas y, en particular, me refiero al Gerente General Leira y al señor Rivas. Esto lo 
digo aquí y lo afirmo en el juzgado o donde sea. Cualquier hijo de vecino, cuando se acerque al Banco, 
seguramente recibirá la misma respuesta que recibí yo: “Embrómese”. En segundo término, quiero 
pedirles que no permitan que el más vivo sea el que no paga. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión va a discutir el tema y me interesa aclarar que si bien es 
posible que enviemos al Banco la versión taquigráfica de lo hablado, también hacemos preguntas que 
surgen de la discusión entre los legisladores. No hay una actitud pasiva de nuestra parte sino que 
intentamos saber qué pasó, teniendo presente que el Banco tiene autonomía, que hay una serie de 
normas que hay que respetar y que no vamos a abrir juicio sobre sus funcionarios. 


Vamos a trabajar sobre este documento que nos ha dejado y luego le haremos llegar las 
conclusiones a las que hayamos arribado. 


SEÑOR NEGRÍN.- Han sido muy amables. Les agradezco por haberme atendido y les pido disculpas 
por traerles un caso único. 


(Se retira de Sala el señor Carlos Negrín, cliente del BHU, Florida) 
(Ingresan a Sala los representantes del Complejo RC, Tacuarembó) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial de la Cámara de 
Senadores tiene el gusto de recibir a la delegación del Complejo RC de Tacuarembó. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Buenas tardes. 


En la Comisión de los Complejos RC de Tacuarembó resolvimos redactar una carta, a la que 
vamos a dar lectura. 


Dice lo siguiente: “Tacuarembó, 8 de junio de 2011. 
Cámara de Senadores 
Comisión de Vivienda 


Como miembros de la Comisión de los Complejos Habitacionales RC del departamento de 
Tacuarembó, solicitamos a ustedes esta entrevista para plantearles la situación que venimos sufriendo 
más de 700 familias de Tacuarembó. 


En primer término informamos que la AGENCIA NACIONAL DE VIVIENDA (con fecha 28/04/09) realiza 
una propuesta a los COMPLEJOS HABITACIONALES RC de Tacuarembó. La propuesta consistía en 
que la Agencia Nacional de Vivienda adecuaría la deuda de cada promitente comprador al valor real de 
la vivienda, realizando para ello una nueva tasación. 


Esta nueva deuda adecuada en la mayoría de los casos tendría una QUITA muy importante, pudiendo 
ser saldada totalmente, escriturando en este caso el vecino y pasando a ser dueño de su vivienda. 


Algunas condiciones que ponía la Agencia Nacional de Vivienda son, que se cumpla en fecha y forma, 
según el reglamento del Banco Hipotecario del Uruguay, lo siguiente: Formación y Funcionamiento de 


la COMISIÓN ADMINISTRADORA en cada complejo, pago de cuota al día, pago de gastos comunes al 
día, pago de Contribución Inmobiliaria, etc. 


Para la ejecución de este Plan, la Agencia Nacional de Vivienda debería firmar con la Intendencia 
Municipal de Tacuarembó un Convenio por el cual, esta enajenaría estos terrenos, en favor de la 
Agencia Nacional de Vivienda. Luego de firmado el Convenio y en un plazo de 3 meses, la Agencia 
Nacional de Vivienda comenzaría a citar a los promitentes compradores, para estudiar CASO A CASO. 


Se tratarían además de LA RETASACIÓN Y LA QUITA; LOS PROBLEMAS DE ORGANIZACIÓN 
INTERNA; DETERIOROS EDILICIOS (problemas estructurales, de fisuras, goteras y humedades en 
las azoteas; problemas de saneamiento, construcciones irregulares, terrenos inundables); EXCESIVAS 
CONTRIBUCIONES INMOBILIARIAS, etc. 


Ante la posterior negativa de la Intendencia Municipal de Tacuarembó a firmar este Convenio, y 
habiéndose cumplido el plazo de los 3 meses, los vecinos de los Complejos Habitacionales RC, 
reunidos en Asamblea, resolvieron hacer gestiones ante la Intendencia Municipal de Tacuarembó, la 
Junta Departamental y los Diputados departamentales, con el fin de lograr: 


La firma de dicho convenio. 

Congelar las cuotas. 

A los vecinos que llevaban más de 25 años pagos, que se les cancele la deuda. 

Comenzar inmediatamente el proceso de retasación por parte de la Agencia Nacional de Vivienda. 


Asimismo, se resuelve realizar por la Asamblea, en base a la información aportada por 
Catastro, un relevamiento de los predios de los complejos para determinar el propietario de cada uno, 
con lo cual confeccionamos las siguientes tablas.” Aquí se adjuntan dos tablas con información al 
respecto. Continúo con la lectura de la carta. 


“En la mayoría de los complejos los convenios fueron firmados en la década del 80, por lo 
que hay varios vecinos que ya han saldado la deuda con el Banco Hipotecario del Uruguay y no 
pueden acceder a los “títulos' de propiedad porque los terrenos pertenecen a la Intendencia Municipal 
de Tacuarembó. Aunque tenemos conocimiento de que existe un Decreto de la Junta Departamental, 
Decreto N* 26, de 1%/12/94, que autoriza a la Intendencia a enajenar los terrenos de algunos complejos 
al Banco Hipotecario del Uruguay. 


El Intendente, por su parte, no está dispuesto a firmar el nuevo convenio y propone canjear la 
deuda del Banco Hipotecario del Uruguay por la deuda que mantiene la Intendencia Municipal de 
Tacuarembó con UTE. 


Es una situación injusta para casi 800 familias de Tacuarembó, más teniendo en cuenta que 
la gran mayoría de las Intendencias del país -prácticamente todas- ya han firmado los 
convenios respectivos con la Agencia Nacional de Vivienda. 


Actualmente, los Complejos RC fueron pasados del Banco Hipotecario a la Agencia Nacional 
de Vivienda y ésta exige al Intendente que acceda a la firma del Convenio con el fin de iniciar la 
negociación. El actual Intendente Wilson Ezquerra, con quien nos hemos puesto en contacto reiteradas 
veces, no se ha mostrado dispuesto al diálogo para destrabar esta situación. 


Tanto el Intendente como la Ministra Muslera reconocen que las viviendas están 
sobrevaloradas y que existe la necesidad de una retasación. 


Es de nuestro conocimiento que dentro del Plan Quinquenal y en las políticas del Ministerio 
de Vivienda está también la regularización de la cartera social a la cual pertenecemos los RC de 
Tacuarembó. Esperamos que esta Comisión cite a las dos partes, Intendencia Municipal de 
Tacuarembó y Agencia Nacional de Vivienda, para lograr la firma del CONVENIO. 


Atentamente por Comisión, 
RC de Tacuarembó.” 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si bien el tema es complejo, su planteamiento está muy claro. 


Debemos aclarar que las intendencias tienen autonomía, por lo tanto, desde este ámbito no 
podemos darle una orden a un intendente, aunque sí podemos conversar con él. Se suele olvidar que 
la autonomía municipal debe respetarse. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Nuestra idea es que los señores Senadores puedan actuar como mediadores 
entre la Intendencia Municipal de Tacuarembó, el Intendente Wilson Ezquerra, y la Agencia Nacional de 
Vivienda. Es decir que las dos partes se acerquen a efectos de reactivar su diálogo. 


SEÑOR CHIRUCHI.- A mi juicio, los señores Senadores podemos ofrecernos para promover esa 
mediación entre el Intendente Ezquerra y la Agencia Nacional de Vivienda. Incluso, nos 
comprometemos a hablar, en las próximas horas, con el señor Senador Da Rosa -coterráneo de 
ustedes- a efectos de plantearle este tema. 


Me llama poderosamente la atención esta situación. ¿Cuánto hace que se construyeron las 
viviendas? 


SEÑOR DE ANGULO.- Pertenezco al RC 15 de Paso de los Toros. 


Procedo a contestar la pregunta del señor Senador Chiruchi y, al mismo tiempo, pongo en 
conocimiento de la Comisión nuestra situación. 


Las viviendas del RC 15 de Paso de los Toros fueron construidas en 1984 -ya hemos pagado 
27 años- a través de un convenio entre el Banco Hipotecario y la Intendencia Municipal de 
Tacuarembó. El nombre RC significa convenio; es decir que la Intendencia otorgó el terreno y el Banco 
Hipotecario la construcción de las viviendas. 


En principio, se acordó que nuestra deuda se pagaría en veinticinco años, pero ya han 
transcurrido veintisiete años, es decir, más de lo que entonces se estipuló. Esa situación nos ha 
ocasionado muchos inconvenientes porque en estos veintisiete años todos hemos pasado por distintas 
circunstancias personales. En mi caso particular, ingresé a ese complejo siendo recién casado y ahora 
tengo una hija que está estudiando en Montevideo, pero hay otras personas que se han jubilado. 
También hay algunas, como la compañera que está sentada a mi lado, que vivió muchos años allá y 
tuvo que venirse junto con su hija y su nieta, y otros que se fueron del complejo porque trabajan en 
Montevideo. Son situaciones que se han dado en estos años, que deberían estar resueltas por cuanto 
hemos hecho proyecciones de vida y, después de veintisiete años, deberíamos haber cancelado el 
valor de la casa, pensando en que tenemos hijos y, de pronto, nos vemos en la necesidad de pagar 
otro alquiler. Nuestra situación es injusta, por decirlo de algún modo. 


En setiembre de 2009 elevamos una carta a la Agencia Nacional de Vivienda -cuando todo 
esto pasó a su órbita desde el Banco Hipotecario del Uruguay- planteando que teníamos veinticinco 
años pagos, pero hasta ahora no hemos recibido respuesta. 


En marzo de 2011 enviamos una nota al señor Presidente de la República; la Secretaría la 
derivó al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y este, a su vez, a la 
Agencia Nacional de Vivienda. Esta nos dijo que no podía aplicar la política de condonación de deuda 
que se ha puesto en práctica en el resto del país, teniendo en cuenta las estrategias anteriores 
seguidas por el Banco Hipotecario del Uruguay. En nuestro caso hemos pagado durante veintisiete 
años y deberíamos hacerlo por nueve años más. Quiere decir que pagaríamos US$ 105.000 
aproximadamente por nuestra vivienda, cuando en realidad vale US$ 30.000 o US$ 40.000 en el 
mercado actual. 


La Agencia Nacional de Vivienda ha hecho retasaciones y, dada la situación, ha condonado 
deudas. Tanto en nuestro caso como en el de los anteriores, RC Tacuarembó, seguimos pagando por 
no haber acuerdo entre la Intendencia y la Agencia Nacional de Vivienda, pero no sabemos hasta 
cuándo lo haremos. Si bien en los hechos al día de hoy ya la amortizamos, seguiremos pagando, 
situación que consideramos injusta. Tanto de una parte como de otra pedimos a la Agencia Nacional de 
Vivienda que aplicara la política de condonación de deuda y que no esperara a que el Intendente 
resolviera acordar, porque queremos dejar de pagar por lo que ya amortizamos. No queremos esperar 
cuatro años más para obtener los títulos. Preferimos que se aplique esa política y dejar de pagar ahora. 
Lo otro que nos queda es dejar de pagar porque no podemos hacerlo, pero nos terminarían 
desalojando. 


SEÑOR TAJAM.- Si, tal como ustedes indicaron, existen antecedentes -efectivamente, sería así 
porque la Agencia Nacional de Vivienda viene desarrollando una política en ese sentido- me parece 
que la mediación que nos piden es posible porque hay bases sólidas para proceder a ello. 


Ustedes dijeron que después de los 25 años tenían 9 años para pagar. Me gustaría saber 
qué pasó en ese tiempo, es decir, si hubo colgamentos o refinanciaciones. Concretamente, quiero 
saber por qué se extiende la deuda por encima de los 25 años que habían pactado en los años de la 
década de 1980. 


SEÑOR DE ANGULO..- Creo que ello se debió a la situación económica del país. Ahora bien; nosotros 
debimos continuar pagando pero, como los contratos no podían superar el 25% de lo que uno percibía, 
si bien la cuota fijada en unidades reajustables- se tenía que haber incrementado, ello no ocurrió 
en función de esa disposición que acabo de referir y así, pues, se fueron generando los colgamentos 
que nos llevaron a tener que pagar mucho más. 


SEÑOR TAJAM.- Esos colgamentos, ¿fueron aceptados o impuestos unilateralmente por el Banco 
Hipotecario del Uruguay? 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- En función de que estamos hablando de casi 800 familias, hay planteadas 
diferentes situaciones. Cada familia es un caso y un mundo aparte. 


En lo personal, creo que el tema no debería ser centrado solamente en ese aspecto, sino en 
el hecho de que todos estos RC pasaron a la Agencia Nacional de Vivienda como cartera social 
pesada. Es importante decir que ellos salieron de la órbita del Banco Hipotecario del Uruguay, 
justamente, para tener otras posibilidades como, por ejemplo, la de acceder a un nuevo convenio con 
la Agencia Nacional de Vivienda y la Intendencia, de forma tal de concretar la retasación, las quitas, 
etcétera. Entonces, como no entendemos las posturas tan cerradas al diálogo de ambas partes, es que 
recurrimos a los señores Senadores para ver si pueden mediar en esta situación. 


Conviene aclarar que de parte de la Agencia Nacional de Vivienda se alega que, si no se 
firma un nuevo convenio con la Intendencia, no se puede comenzar el estudio de cada uno de los 
casos para proceder a la retasación, a las quitas, etcétera. Se puede decir que partimos de cero y 
estamos igual. Algunas personas tienen colgamentos y otras terminaron de pagar todo -es decir que 
cancelaron la deuda- pero no pueden acceder a los títulos de propiedad porque los terrenos 
pertenecen a la Intendencia Municipal de Tacuarembó. ¡Ojo! Quiero aclarar que no todos los terrenos 
pertenecen a la Intendencia porque, de acuerdo con lo que hemos relevado en la Dirección Nacional 
de Catastro, aproximadamente la mitad de ellos serían de la Intendencia, de los cuales algunos 
estarían amparados por el Decreto. Cabe señalar que esta normativa constituye una anuencia de la 
Junta a la Intendencia para cederlos. Esto quedó guardado en un cajón de la Intendencia de turno y 
nunca se hicieron los trámites correspondientes para cederlos. 


Por otro lado, está la postura totalmente firme y enraizada del Intendente -con quien nos 
hemos entrevistado más de una vez- que no compartimos, de no acceder a la firma del convenio para 
no perder el dinero de los terrenos. Sí estaría dispuesto a ello si se logra canjear el valor de los 
terrenos por la deuda contraída por la Intendencia Municipal de Tacuarembó con UTE. Para nosotros 
eso es totalmente inaceptable porque, en primer lugar, UTE es un Ente Autónomo y no tiene nada que 
ver con esto y, en segundo término, porque sabemos que cuando se firmaron los convenios, en los 
años 80 y 90, una parte de los apartamentos iba para empleados municipales, policías y militares y con 
eso quedaba saldada la deuda. Unos apartamentos los vendía el Banco para los promitentes 


compradores, los ahorristas, y otros accedieron a esas viviendas -incluso, sin ser ahorristas del Banco- 
por una cuota política que la Intendencia de aquel momento pagaría. Por lo tanto, consideramos que la 
deuda de los terrenos está saldada. Por otra parte, nosotros, los promitentes compradores, somos 
quienes pagamos la contribución inmobiliaria de los terrenos. Repito, el argumento que nos brinda el 
Intendente Municipal para no firmar el nuevo convenio es que necesita cambiar la deuda de UTE por 
los terrenos o cobrar el dinero de los predios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a intentar una mediación porque ese es el papel que le corresponde 
a la Comisión. Además, estudiaremos tranquilamente la información que nos han dado y trataremos de 
ir destrabando las diferentes situaciones. Veo que hay algunos predios que son municipales, por lo que 
hay que estudiar cada problema y pensar qué mediación se puede hacer para poder activar el 
mecanismo de la Agencia Nacional de Vivienda. 


La Comisión de Vivienda agradece la visita y la información brindada. 


SEÑOR DE ANGULO.- Agradecemos a los señores Senadores y queremos aclarar que les dejamos la 
carta que enviamos a la Secretaría, a la Agencia Nacional de Vivienda y al Presidente. 


(Se retiran de Sala los representantes del Complejo RC Tacuarembó) 
(Ingresan a Sala los representantes del Complejo M 18-San José) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial da la bienvenida a los 
representantes del Complejo M 18 de San José. 


SEÑORA CALLERO.- Nosotros somos promitentes compradores del Complejo M 18 de San José, 
ubicado en la zona céntrica y está formado por treinta apartamentos en ocho pisos y hace 19 que fue 
construido. Algunos promitentes compradores estamos viviendo desde el inicio de la construcción y 
otros han abandonado el edificio por no poder pagar la cuota. En este momento se está dando la 
situación de que las personas que acceden a la jubilación no pueden pagar la cuota y tienen que dejar 
la vivienda; también, a veces, los cambios que se producen en los núcleos familiares llevan a que el 
miembro que queda solo no pueda pagar la cuota. 


Actualmente, los apartamentos con un dormitorio pagan una cuota de $ 5.400, $ 800 de 
gastos comunes y $ 4.900 anuales de Contribución Inmobiliaria; los de tres dormitorios pagan una 
cuota de $ 9.100, $ 1.308 de gastos comunes y $ 8.500 anuales por concepto de Contribución 
Inmobiliaria. Quizás estas cuotas no parezcan muy elevadas pero, para los salarios que se perciben en 
el departamento de San José, son realmente excesivas. 


El Banco Hipotecario hace cuatro años inició gestiones para el pasaje de algunos edificios a 
la Agencia Nacional de Vivienda; nosotros también hemos iniciado gestiones ante el Directorio, 
aunque la gran mayoría no tuvo éxito. Quedó claro que estaban llevándose adelante algunos 
fideicomisos, es decir, que había edificios que pasaban a la Agencia Nacional de Vivienda y se les 
condonaba la deuda. En una de las reuniones que mantuvimos con el Directorio hicimos entrega de la 
documentación que avala que nuestro edificio, a pesar de estar ubicado en el centro de la ciudad, es 
Categoría Il, es decir, económica y no de lujo. Un Director del Banco nos manifestó que se estaba 
estudiando la posibilidad de realizar una ampliación del fideicomiso 11 y 12 en la cual podíamos 
ingresar, pero para ello debíamos contar con la voluntad política. Por eso estamos aquí, para plantear 
una situación que consideramos injusta. Quiero decir que solicitamos una tasación de los apartamentos 
de acuerdo al valor de plaza en el departamento de San José. El resultado fue que un apartamento de 
un dormitorio vale U$S 35.000; uno de dos dormitorios, U$S 46.000; uno de tres dormitorios, U$S 
50.000; y uno de cuatro dormitorios, U$S 60.000. El cálculo de lo que en estos diecinueve años ha 
pagado el titular de un apartamento de tres dormitorios arroja la cifra de U$S 90.000 cuando el valor 
de plaza es de U$S 50.000 y a la fecha adeuda U$S 70.000. Consideramos que esta situación es 
injusta, fundamentalmente, porque está en el imaginario colectivo que cuando se debe al Banco 
Hipotecario, se condona la deuda, tal como sucedió con algunos edificios. Por ejemplo, en nuestro 
edificio hubo inversores que cancelaron la deuda, que por U$S 19.000 o $ 24.000 accedieron a 
apartamentos que habían quedado vacíos. 


Por todos estos motivos, solicitamos ser incluidos en esa ampliación del fideicomiso a que 
hizo referencia el Director del Banco Hipotecario cuando nos recibió. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros no podemos decir a las autoridades del Banco qué tiene que incluir 
en cada fideicomiso, porque esa es una institución autónoma; esto tiene que quedar claro desde el 
punto de vista conceptual. Sí podemos preguntar cuál es la situación de este complejo, por qué se dan 
las situaciones que se mencionaron y por qué hubo unidades que se vendieron de determinada 
manera, etcétera. Quiere decir que podemos averiguar, conversar y sugerir, pero no ordenar un 
fideicomiso porque, reitero, se trata de un organismo autónomo y no estamos autorizados para eso. 


En el día de hoy hemos recibido a varias delegaciones con problemas similares, por lo que 
seguramente tendremos una instancia de trabajo con el Banco Hipotecario para despejar las realidades 
y las dudas de los distintos complejos. Todas las situaciones que aquí nos han expuesto son diferentes 
y es muy difícil hacer una norma general. Quiero aclarar que no es cierto que, automáticamente, la 
deuda se acaba cuando el complejo pasa a la Agencia Nacional de Vivienda; lo que se hace es una 
retasación, pero como generalmente el valor de mercado del inmueble ya está pagado, hay una 
condonación. No se trata de algo arbitrario sino que hay una retasación previa, que se hace 
técnicamente, con una inspección, etcétera. Muchas veces lo que se hace cuando queda un saldo es 
readecuar la cuota para que no se den estas situaciones eternas y desesperantes que nos han 
expuesto hoy. 


Hasta ahí podemos llegar como Comisión pero, después, la decisión final del fideicomiso en 
cada caso corresponde al Banco Hipotecario. El Banco trató en primer lugar lo más evidente, lo más 
grueso o complejo y ahora de nuevo está peinando las carteras. Entonces, no me llama la atención que 
les hayan dicho que podría haber una oportunidad de ingresar en esos fideicomisos, pero no me 
parece bien que les hayan hecho creer que nosotros podemos incidir en ese aspecto. Sí podemos 
conversar y de hecho lo hacemos habitualmente y tratamos de ver lo justo o injusto de las diferentes 
situaciones, pero no podemos dar una orden al Banco; eso debe quedar absolutamente claro. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Simplemente, quiero reiterar lo que recién decía la señora Presidenta con 
relación a que en el día de hoy hemos recibido a cinco delegaciones con planteos similares. En los 
meses pasados, previo al análisis del proyecto de ley de Promoción de la Vivienda de Interés Social, 
algunas delegaciones estuvieron aquí y como decía la señora Presidenta ahora tendremos oportunidad 
de dialogar con las autoridades del Banco Hipotecario sobre estos temas puntuales. Y, en ese sentido, 
abrigamos la esperanza de que se pueda mejorar la realidad actual, pero quiero recordar -al igual que 
lo ha hecho la señora Presidenta- que en una primera instancia el Banco resuelve los temas más 
complejos, más evidentes y ahora afinará el análisis de los casos más puntuales, similares a los que 
nos han hecho conocer hoy. Seguramente se tratará cada caso en vez de abordar en forma general el 
tema, tal como se hizo en la oportunidad que recién referíamos. 


SEÑORA CALLERO.- En primer lugar, quisiera reiterar lo que nos dijo el Director -cuyo nombre no 
recuerdo en este momento- en cuanto a que todo dependía de la voluntad política. 


Por otra parte, cuando nos dicen que lo más grueso se trasladó a la Agencia Nacional de 
Vivienda, me gustaría saber cuál fue el criterio que se siguió. ¿Fue el de mayor deuda? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No; en realidad, se tomó el criterio de cartera social. Lo que sucede es que, 
por problemas administrativos anteriores, en la cartera comercial había complejos que tendrían que 
haber sido incluidos en la cartera social. Por lo tanto, quedaron incoherencias, pero reitero que el 
concepto fue el de tomar la cartera social. ¿Por qué? Coincidía con que también era la más endeudada 
porque allí golpeó muy fuerte la crisis. Lo cierto es que estas medidas se tomaron para salvar al 
Banco, que en el año 2002 estaba en rojo y mantenía una deuda con el Banco de la República y con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Desde el Parlamento se hizo un gran esfuerzo, primero en 2002 y 
luego en 2007, para salvar a la Institución. Si hubiera sido un Banco privado, ya estaría cerrado. La 
forma de salvarlo fue llevar a cabo una reestructura importante por la cual se podría decir que lo 
aligeramos de peso; la deuda que mantenía con el Banco de la República y con el Ministerio de 
Economía y Finanzas se sacó del Banco, y este se recapitalizó. Por supuesto, no lo íbamos a vaciar de 
la totalidad de las carteras porque algo había que dejar. En definitiva, se sacaron cuarenta mil 
expedientes y procesarlos llevó cerca de dos años, porque todas eran situaciones diferentes y algunas 
tenían problemas jurídicos difíciles de resolver. 


En este momento, el Banco está llevando a cabo una segunda peinada -por decirlo de 
alguna manera- para ver si quedaron colas -lo que es probable- o si hay complejos que en algún 
momento estuvieron en la cartera comercial, pero en realidad, por su construcción o su valor de 
mercado, no corresponde que estén allí. Esto se hace para afinar un poquito más la decisión. ¡Ojalá lo 
hubiéramos podido hacer más rápido! Sin embargo, no fue posible porque era bastante complejo y se 
pretendía ir dando salida a los expedientes. 


Cuando un complejo entra al fideicomiso, lo primero que hace la Agencia es enviar un 
tasador y un asistente social, porque las situaciones de las familias son todas diferentes. Con esa 
información se empieza a discutir con los interesados acerca de una fórmula; si hay que pagar algo 
más, se ve cuál es la cuota que realmente corresponde al bolsillo de la persona; si el trámite está 
cerrado, se procede a realizar los trámites de escritura y, en algún caso -aunque en realidad no se 
hizo- se tendría que haber pedido disculpas porque hubo problemas. Todo esto costó al Estado unos 
US$ 2.000:000.000 por las quitas; la cena siempre la paga alguien. Entendimos que fue mejor pagar y 
solucionar el problema de cuarenta mil familias antes de que todos quedaran en la estacada, porque si 
dejábamos todas esas carteras en el Banco, hubiéramos tenido que aplicar la norma del Banco Central 
-porque se trataba de una institución bancaria- y esa gente hubiera perdido la vivienda. Era mucho 
mejor buscar la forma de que eso no sucediera. 


La señora señaló algo que es real y es que a veces hay variaciones en el núcleo familiar; ese 
fue uno de los problemas que pudimos constatar. En algunos casos, al momento de firmar el 
compromiso inicial había tres ingresos y luego queda uno solo. Es algo de sentido común, pero con la 
normativa bancaria es más difícil de flexibilizar. 


Alo largo de la tarde hemos estado escuchando planteos sobre muchos de estos problemas 
y pretendemos tener una conversación con el Banco. Por supuesto que habrá que personalizar los 
casos, porque la situación de ustedes no es igual a la que plantearon, por ejemplo, la delegación de 
Tacuarembó o la de Montevideo. Realmente veremos cómo podemos ayudar a destrabar esta 
situación, ya que las Comisiones, muchas veces, somos una especie de puente. 


La filosofía del asunto es que nadie pierda la vivienda; eso también debe quedar claro porque 
a nadie le sirve que eso suceda. 


Nosotros tenemos que estudiar la información que nos dejan en forma escrita; les 
agradecemos que lo hagan de esta manera porque nos ayuda en nuestro trabajo. 


De todas maneras, en comparación con los otros problemas que nos han planteado en la 
tarde de hoy, el de ustedes no es tan difícil. 


SEÑORA BENTANCUR.- ¿No es tan difícil de solucionar? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hemos visto otros bastante más complejos, pero “mal de muchos, consuelo 
de tontos” y no se trata de eso. 


SEÑOR CHIRUCHI.- El problema más complejo solamente necesita voluntad política. 
SEÑORA PRESIDENTA.- El más complejo es el de Tacuarembó. 


Este asunto puede conversarse con el Banco porque hay bastante transparencia en el caso; 
por eso resulta más fácil. 


SEÑORA BATISTA.- También adjuntamos las tasaciones que hicieron. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Esto es muy importante porque da una referencia. 


Además, el valor de un edificio cambia a lo largo de su vida útil. La misma construcción 
cambia su valor; algunas veces en más y otras en menos, según las circunstancias. Pero es muy 
importante tener la tasación porque es un punto de referencia. 


SEÑOR CHIRUCHI.- El tema más grave -y eso es algo natural- es que durante la vida va cambiando la 
integración del núcleo familiar. Como decíamos, muchas veces sucede que cuando procedieron a la 
compra del bien o a la firma del compromiso de compraventa, el núcleo familiar estaba integrado por 
cuatro o cinco personas activas, en plena edad de trabajo, pero hoy queda una señora viuda, sin hijos 
y jubilada. 


SEÑORA BATISTA..- Del total de personas que ingresaron, solamente quedan ocho. 
SEÑOR CHIRUCHI.- Conozco a una persona que está en esa situación. 


SEÑORA BATISTA.- Hay una señora que pagó todo, quedó viuda y tuvo que irse a vivir a un hogar de 
ancianos porque perdió su casa. 


SEÑORA BENTANCUR.- No es posible que a la fecha hayamos pagado US$ 90.000 y debamos 
US$ 70.000. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No soy economista; tal vez el señor Senador Tajam les pueda dar una 
explicación mejor. Cuando se hace un préstamo, se tiene en cuenta el dinero que se presta para 
comprar el bien hipotecado y también el valor del dinero, que se recupera en determinada cantidad de 
años. Además, hay que considerar todo lo que tiene que ver con la Unidad Reajustable, el dólar y la 
relación entre ellos y se puede constatar que hubo varios problemas. 


Nosotros estamos haciendo un esfuerzo para destrabar estas situaciones. 


Reitero, este tema no me parece tan complejo. Vamos a trabajar en él, no vamos a perder 
contacto con ustedes. No somos Gardel, pero tratamos de aproximarnos y ayudar en todo lo que 
podamos. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Como última intervención quiero decir que hay otro ejemplo que tiene que ver 
con el promedio de la deuda, que es de US$ 70.000, y se han vendido apartamentos de US$ 19.000 y 
US$ 24.000. Allí hay nombres, apellidos y situaciones particulares, puntuales y comprobables. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa es una de las preguntas concretas. ¿Por qué se dio esa situación? ¿Por 
qué se realizó la venta con esta tasación? 


SEÑOR CHIRUCHI.- Se trata de apartamentos que fueron entregados por la familia que los adquirió en 
primera instancia y luego el Banco los vendió al valor de tasación de plaza. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa es una pregunta “cantada” que tenemos que hacer, porque luego de 
despejar esa duda vamos a saber cuál es el valor real y, por lo tanto, cuál debería ser la situación de 
cada persona o de cada núcleo, de acuerdo a lo que pagó. 


A nosotros también nos sirve saber cómo funciona el Banco en casos concretos, porque 
desde el Parlamento debemos controlarlo. 


Agradecemos su visita, analizaremos el material que nos dejaron y estaremos en contacto 
con ustedes. 


SEÑORA BATISTA.- Muchas gracias por habernos recibido. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 40 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


